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Dictámenes correspondientes a la Décima Quinta Sesión del Primer Período 
Ordinario de Sesiones, correspondiente al Segundo Año de Ejercicio 
Constitucional de la Quincuagésima Octava Legislatura del Congreso del Estado. 
 

1° de junio de 2010. 
 
Lectura de dictámenes relativos a reformas constitucionales: 
 
A.- Primera lectura de un dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y 

Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para reformar los 
artículos 18, 27, 33 y 35 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 
Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo 
Parlamentario “José María Morelos y Pavón”, del Partido Revolucionario 
Institucional. 

 
Lectura, discusión y en su caso, aprobación de dictámenes en cartera: 

 
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 

con relación al oficio enviado por el Ejecutivo del  Estado, mediante el cual señala 
que no tiene inconveniente en que este H. Congreso del Estado, le otorgue fíat 
para el ejercicio notarial al Licenciado Guillermo Villegas Cabello, para el ejercicio 
de esa función en el distrito notarial de Saltillo. 

 
B.- Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Gobernación y Puntos 

Constitucionales, relativo a una iniciativa con proyecto de decreto para modificar el 
artículo 120 del Código Penal del Estado de Coahuila y derogar el Capítulo Séptimo 
relativo al “Adulterio”, del Título Único, “Delitos contra el orden familiar”, y del 
apartado tercero “Delitos contra la familia”, planteada por el Diputado Fernando 
Donato de las Fuentes Hernández, conjuntamente con las Diputadas y Diputados 
integrantes del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón”, del Partido 
Revolucionario Institucional. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo 

octava Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de 

Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma a los Artículos 18, 27, 33 y 35 de la Constitución 

Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por los Diputados y Diputadas 

integrantes del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario 

Institucional ; y,  

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso  el día 26 de mayo de dos mil 

diez, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a 

que se ha hecho referencia. 

 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación 

y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma a los Artículos 18, 27, 33 y 35 de la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por los Diputados y 

Diputadas integrantes del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido 

Revolucionario Institucional; y,  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 

fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para 

emitir el presente dictamen. 

 

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de reforma a los Artículos 18, 27, 33, y 35 de la Constitución 

Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por los Diputados y Diputadas 

integrantes del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario 

Institucional se basa en las consideraciones siguientes:  

En el proceso de avance y consolidación democrática que México ha vivido a lo largo de más de 

tres décadas, las reformas electorales han jugado un papel central; a partir de la reforma política 

de 1977 las instituciones y prácticas electorales han experimentado profundas transformaciones, 

tanto en el ámbito federal como en los sistemas estatales. 
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En el Estado de Coahuila sucesivas reformas políticas y electorales han permitido el firme avance 

democrático, la transformación de nuestras instituciones y la construcción de un sistema electoral 

local que otorga a los ciudadanos confianza en el respeto a su voluntad soberana, expresada a 

través del voto, y a los partidos asegura que los principios rectores de la función electoral se 

cumplan plenamente.  A lo largo de este proceso, nuestro partido, sus gobernadores, legisladores, 

presidentes municipales, síndicos y regidores, han cumplido un papel de impulsores y 

copartícipes activos en las reformas democráticas.  

 

Con ese mismo espíritu es que los diputados del PRI que suscribimos la presente Iniciativa 

queremos seguir avanzando en el perfeccionamiento y consolidación democráticas de nuestro 

sistema electoral local, tal y como lo hicieron quienes nos antecedieron en el cargo al promover y 

aprobar, de manera oportuna, las adecuaciones constitucionales y reglamentarias derivadas de la 

reforma electoral aprobada por el órgano Reformador de la Constitución Federal en el año 2007.  

 

Si bien, en uso de su libertad y soberanía, el H. Congreso del Estado de Coahuila no aprobó la 

Minuta de reformas constitucionales que en materia electoral aprobó el H. Congreso de la Unión, 

ello no fue óbice para que el propio Congreso de nuestro Estado fuese de los primeros en realizar 

las adecuaciones ordenadas por el Decreto de Reforma Constitucional de noviembre de 2007. 

Una vez promulgadas las reformas a la Constitución local y al Código Electoral del Estado, 

diversos partidos interpusieron acciones de inconstitucionalidad ante la H. Suprema Corte de 

Justicia de la Nación la que, en uso de sus atribuciones, emitió las sentencias correspondientes, 

señalando los casos en que se acreditó la violación constitucional denunciada por los quejosos, 

con el efecto de que las normas así consideradas quedaron expulsadas del orden jurídico estatal.   

 

Es conveniente que la sentencia del Máximo Tribunal sea reflejada en los textos legales atinentes, 

a fin de cumplimentarla en la forma y en el fondo.  A ese primer objetivo se dirige la presente 

Iniciativa.  

 

Otro objetivo que se persigue es reconocer el derecho de todo coahuilense de votar en las 

elecciones, aún cuando se encuentre fuera del territorio del Estado. Ello en concordancia a la 

reforma al artículo 36 nuestra Carta Magna, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 

de agosto de 1996, por la cual se garantiza a todos los mexicanos el derecho y la obligación de 

votar, independientemente del lugar donde se encuentren. 

 

 

Por otra parte, a fin de que las bases constitucionales del sistema electoral y de partidos, 

contenidas en el artículo 27 de la Constitución local, guarden armonía con las disposiciones 

contenidas en los artículos 41 y 116 de la Carta Magna federal y, al mismo tiempo, establezcan 

de manera integral, congruente y ordenada en su estructura interna, las bases normativas que den 

sustento constitucional a las leyes electorales de ámbito local.  

 

El mencionado artículo 27 de nuestra Constitución local ha sido objeto de diversas reformas 

(1994, 2001, 2007 y 2009) lo que ha generado que en su contenido actual presente una estructura 

y redacción de varios de sus párrafos, fracciones e incisos que dificultan su comprensión plena e 

integral. Es por ello que consideramos conveniente proponer una reforma completa de dicho 

artículo, a fin de que su estructura y contenidos atiendan de manera secuencial, lógica y ordenada 

las materias que regula, presentándolas, para mejor técnica legislativa y constitucional,  como 

bases que dan sustento a la renovación periódica de los poderes Ejecutivo y Legislativo del 

Estado, así como de los ayuntamientos, mediante elecciones libres, auténticas y periódicas. 
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Es así que en la propuesta contenida en la presente Iniciativa, las bases 1 y 2 del artículo 27 que 

se propone reformar, contendrían disposiciones de orden general respecto de la fecha en que debe 

celebrarse la jornada comicial local, atendiendo a la norma establecida por el inciso a) de la 

fracción IV del artículo 116 de la Constitución federal; la base 2 establece, en consonancia con lo 

dispuesto por el segundo párrafo del Apartado C, base III del artículo 41 de la Constitución 

federal, la suspensión obligatoria de toda propaganda gubernamental, tanto en medios impresos 

como en radio y televisión, y en general cualquier tipo de propaganda de los poderes públicos, 

federales y estatales, de los municipios y de cualquier otro ente público, durante el periodo que 

comprenden las campañas electorales y hasta la conclusión de la jornada electoral, con las 

mismas excepciones previstas en el texto federal. 

 

 

En la base 3 proponemos agrupar, en nueve incisos,  las normas relativas a los partidos políticos 

en su calidad constitucional de “entidades de interés público”; se contempla, de esta manera, lo 

relativo a su registro legal, tratándose de partidos políticos estatales o de la inscripción del 

registro nacional ante la autoridad electoral estatal, tratándose de partidos políticos registrados 

ante el Instituto Federal Electoral; la salvaguarda de la vida interna de los partidos políticos, a fin 

de que las autoridades electorales solamente intervengan en tales asuntos en los términos que 

disponga la ley; el derecho de los partidos a recibir financiamiento público y la obligación de que 

el mismo prevalezca siempre sobre el de origen privado; las obligaciones de los partidos en lo 

que hace a la vigilancia y fiscalización de sus recursos; el procedimiento de liquidación de los 

partidos estatales que pierdan el registro legal y el destino que deben tener sus remanentes una 

vez cumplidas las obligaciones laborales y fiscales; el acceso permanente de los partidos a los 

medios de comunicación y a la radio y la televisión durante los procesos electorales; las 

limitaciones al contenido de la propaganda política o electoral  y, finalmente, la obligación para 

los partidos de garantizar la equidad de género, en los términos que disponga la ley.  

 

En el mismo orden de ideas, nuestra propuesta busca subsanar la práctica legislativa que en el 

pasado introdujo en la Constitución local normas que en realidad corresponden al ámbito de la 

ley secundaria, de forma tal que las bases propuestas sean el marco normativo que sustente las 

leyes, no que las supla.  

 

En la base 4, con el propósito de reforzar el derecho fundamental de todos los ciudadanos 

coahuilenses de participar en la vida política del Estado y ser electos para los cargos públicos, se 

proponen nuevas vías de acceso al ejercicio del poder público, de forma que el ciudadano, de 

manera independiente a la militancia partidista, pueda participar en las elecciones estatales, de 

acuerdo a los requisitos que establezca la ley.   

 

En la base 5 se define la función estatal relativa a la organización y desarrollo de los procesos 

electorales, de plebiscito y referéndum que están a cargo de un organismo público autónomo, 

denominado Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila, en 

consonancia con las disposiciones atinentes del artículo 116 de la Constitución federal. En siete 

incisos de esta base 5 se establecen los principios y normas básicas de la estructura interna del 

Instituto y para la integración de su órgano máximo de dirección, al que concurren su presidente 

y seis consejeros electorales, electos por el Congreso del Estado y los representantes de los 

partidos políticos. 
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La base 6 establece la existencia del sistema de justicia electoral y de los medios de impugnación 

en la materia, cuyo conocimiento y resolución quedan  a cargo del Poder Judicial del Estado, en 

los términos que determine la ley. Finalmente, la base 7 sustentará las normas legales relativas a 

las faltas, responsabilidades y delitos en materia electoral, así como las sanciones que deban 

imponerse a los infractores. 

 

Queremos reiterar que nuestra propuesta recupera, ordena y sistematiza la mayor parte de las 

normas ya contenidas en el artículo que se propone reformar, cumpliendo en todo caso con las 

disposiciones del multicitado artículo 116 de la Constitución federal y con los principios y bases 

aplicables a las elecciones estatales que contiene el artículo 41 de la misma Carta Magna.  

 

Esta Iniciativa, en lo que hace al Instituto Electoral Estatal, contiene dos aspectos no 

contemplados por el texto vigente. Uno es la definición constitucional de la Contraloría Interna 

del Instituto, como un órgano indispensable para garantizar la legal y eficiente aplicación de los 

recursos que tiene confiados y los que anualmente se le asignan por esta Soberanía en su 

presupuesto de egresos; en línea con la reforma federal, se propone que el titular de la Contraloría 

Interna del Instituto sea designado por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras 

partes de los diputados presentes, siguiendo el procedimiento que señale la ley. La experiencia ya 

cursada en el ámbito federal, acredita las ventajas de que, sin afectar en nada su autonomía 

constitucional, la autoridad electoral esté sujeta a los controles y vigilancia que, repetimos, 

aseguren el legal y eficiente uso de los recursos que tiene bajo su responsabilidad y que dicha 

función quede a cargo de un servidor público en cuya designación no intervengan los 

directamente fiscalizados.  

 

Por otra parte, también en línea con la reforma federal en materia electoral, proponemos dar base 

constitucional a la existencia de una unidad técnica de fiscalización, como órgano especializado 

del Instituto Electoral del Estado, dotado de autonomía de gestión, cuyo titular será designado por 

el Consejo General, a propuesta de su presidente. Con esta medida se fortalecerá la función 

fiscalizadora confiada al Instituto, se promoverá la mejor colaboración con la autoridad electoral 

federal en esta delicada materia y se evitarán los conflictos que, de manera inevitable, supone 

para los consejeros electorales tener a su cargo y bajo su directa responsabilidad la fiscalización 

de los recursos de los partidos políticos. En todo caso, seguirá siendo el Consejo General del 

Instituto, el órgano facultado para conocer y aprobar los informes de las revisiones anuales y de 

campaña que la nueva Unidad realice respecto de los partidos políticos, así como, en su caso, 

aprobar la imposición de sanciones. 

 

En el mismo orden de ideas, la presente Iniciativa propone la reforma del artículo 33 de la 

Constitución local, con el objetivo de retornar al periodo de renovación trianual de los diputados 

al Congreso del Estado. En virtud de reforma previa, promulgada el 6 de febrero de 2009, se 

dispuso que los diputados locales se renueven cada cuatro años, por lo que, en consecuencia, los 

que sean electos en 2011 ejercerían su encargo por un periodo menor, a fin de hacer posible el 

ajuste electoral respectivo. 

 

Quienes suscribimos la presente iniciativa, consideramos que tal norma produce efectos no 

deseados, tanto en la relación entre Poderes, como en el calendario electoral estatal. Lo primero 

en virtud de que provocaría la disparidad de mandato entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, 

situación no deseable para fines de gobernabilidad interna. Respecto al calendario electoral de 

Coahuila, la norma vigente a este respecto produce un efecto de saturación electoral, contrario a 

los ciudadanos y a las finanzas del Estado.  
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En Coahuila, el Congreso y los municipios han dispuesto que los ayuntamientos dispongan de un 

periodo de mandato de cuatro años,  norma que seguirá vigente, pero consideramos que, en lo que 

hace al periodo de mandato de los diputados al Congreso del Estado, debe prevalecer la 

coincidencia temporal para periodos de tres años, entre el mandato de aquellos y el mandato 

sexenal del titular del Poder Ejecutivo estatal. 

 

Por lo antes manifestado, en la presente Iniciativa, los suscritos proponemos la reforma del 

artículo 33 de la Constitución  local, a fin de retornar a su texto original estableciendo, por tanto, 

un mandato de tres años para los diputados electos al Congreso del Estado.  

 

Esta Iniciativa antecede a la que los suscritos presentaremos ante esta Soberanía, en fecha 

posterior inmediata, para reformar el vigente Código Electoral local, así como las reformas 

pertinentes a las demás leyes en la materia.  

 

En los artículos transitorios del proyecto de Decreto, contenidos en la presente Iniciativa, se 

regulan las normas indispensables para asegurar su vigencia y eficacia. 

 

TERCERO.-  La iniciativa que ahora se estudia y dictamina propone la reforma a los Artículos 

18, 27, 33 y 35 de la Constitución Política local. La reforma en cuestión contempla 

sustancialmente aspectos de una demanda ciudadana en cuanto a la necesidad de la actualización 

de nuestro marco jurídico en materia electoral, como  reflejó del resultado obtenido en los foros 

de opinión realizados por este Congreso local, en los diversos distritos  electorales del Estado. 

 

En efecto, en tratándose de las fracciones  I y II del artículo 18, la reforma, es el preámbulo  a la 

regulación del voto de los Coahuilenses en el extranjero, pues se conserva la sustancia como es la 

obligación  del ciudadano coahuilense de inscribirse en el padrón de su residencia, obvio que para 

el ejercicio de sus derechos políticos; así como la de votar en las elecciones populares, en los 

términos que prescriba la ley,  ya que será la reglamentación secundaria de la materia y no la 

constitución misma, quien  determinará la forma y términos en que esta obligación deba 

cumplirse, teniendo como base, desde luego, la prescripción constitucional. 

 

La reforma al artículo 27 distingue tanto aspectos formales como de fondo.  

 

Lo anterior es así, pues según se advierte de la génesis del precepto, este ha sido reformado en 

1994, 2001, 2007 y 2009, dando por resultado  un precepto que dificulta su comprensión plena e 

integral, como se asienta en la exposición de motivos. 

 

Así las cosas, desde un punto de vista meramente formal, se mejora la redacción del párrafo 

introductorio que sirve de base a toda la estructura lógica del precepto, al establecer que la 

renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los ayuntamientos, se 

realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las bases que en el 

mismo precepto se instituyen. 

 

Es de hacer notar, que en el establecimiento de las bases se atiende no sólo a lo que dispone el 

artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino también a lo 

resuelto por el Máximo Tribunal del País en relación  a las diversas acciones de 
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inconstitucionalidad propuestas en su momento por algunos de los partidos políticos de la 

entidad. 

 

En efecto, se establece en primer término que las elecciones ordinarias tendrán verificativo el 

primer domingo de julio del año que corresponda, lo que empata a nuestra Constitución con la 

fracción IV, inciso A del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; lo propio puede predicarse de la base 2, que guarda congruencia con lo dispuesto en 

el párrafo segundo del apartado C, base III del artículo 41. Se regula en la base “3”, en nueve 

incisos, lo relativo a los partidos políticos desde su registro hasta los procedimientos para la 

liquidación de las obligaciones de aquellos partidos con registro estatal  que lo pierdan  y los 

supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados al Estado 

. 

Es de destacar que en la base 4 se establece la posibilidad de candidaturas independientes previo 

el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley, lo que sin duda alguna representa un 

considerable  avance en la vida democrática del Estado. 

 

Se determina en la base 5, que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 

Coahuila, es la entidad a la que le corresponde la organización de las elecciones, plebiscitos y 

referendos, regulándose es siete incisos las bases de su estructura y funcionamiento,  lo que 

guarda correspondencia con el artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en lo que a la materia electoral se refiere. 

 

Es de destacar, como novedad, atendiendo la opinión ciudadana y siguiendo la experiencia 

federal, que se asigna al Instituto Electoral del Estado, un Contralor interno con autonomía de 

gestión; designado por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras partes de los 

diputados presentes de conformidad con las reglas y el procedimiento establecidos por la ley, el 

cual durará en su encargo siete años y podrá ser ratificado por una sola vez. Desde luego, que la 

figura de un Contralor interno, garantizará la legal y eficiente aplicación de los recursos de la 

institución y que por el origen de su designación podrá actuar con total autonomía. 

 

Además, dado que los partidos políticos reciben financiamiento público para llevar a cabo sus 

actividades ordinarias y de campaña, se establece  que la vigilancia y fiscalización de los recursos 

estará a cargo del Instituto  a través de una unidad técnica cuyo titular será nombrado por el 

Consejo General, a propuesta de su presidente, por dos terceras partes de los consejeros con 

derecho a voto. La unidad contará con autonomía de gestión y desarrollará sus actividades 

conforme a la ley. 

 

Se establece en la base 6 el sistema de Justicia Electoral, a cargo del Poder Judicial del Estado, 

por conducto del Tribunal Electoral; y, finalmente, en la base 7 se determinan las infracciones y 

delitos en materia electoral, así como las sanciones correspondientes. 

 

La reforma al artículo 33, con el objeto de retornar al período de renovación trianual de los 

diputados al Congreso del Estado, se hace eco de múltiples opiniones que consideraron poco 

deseable la renovación del Congreso cada cuatro años, como se propuso en la reforma publicada 

en el Periódico Oficial de 6 de febrero de 2009, toda vez que con ello se produce un efecto de 

saturación electoral, con el consiguiente costo político y económico, tanto por lo que atañe a la 

participación ciudadana, como a los gastos que un proceso electoral entraña; a la par que se 

provoca un desfase entre el Poder Ejecutivo y Legislativo, a todas luces contrario a los fines de 

gobernabilidad  interna del Estado.  
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Así mismo, esta comisión dictaminadora considera que es innecesario reformar como se propone 

el articulo 33 y la fracción VI del artículo 35, en lo referente al termino coaliciones, sin embargo 

se considera necesario reformar el primer párrafo y la fracción III  de este ultimo articulo  para 

suprimir el termino de coaliciones, lo anterior a fin de que las mismas sean reguladas en los 

ordenamientos reglamentarios correspondientes, adecuando dicha figura  a los criterios 

sustentados por el máximo Tribunal de la Nación y en concordancia a lo establecido en el Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

 

Por otra parte, es importante resaltar que esta comisión dictaminadora, atendiendo la demanda de 

representantes de algunos partidos políticos durante los foros de opinión en materia electoral 

celebrados por este Congreso, considera procedente se reforme artículo 33 reduciendo al 3%  la 

votación válida emitida en el Estado para la elección de Diputados, para que tengan acceso a la 

asignación de representación proporcional, lo anterior a fin de que sea privilegiada la 

representación y la  diversidad ideológica en el Congreso. 

 

También, se considera conveniente incorporar mediante la modificación de fracción IV del 

artículo 36 y la fracción V del artículo 76 una precisión referente a los requisitos de elegibilidad 

para algunos funcionarios públicos que deseen participar en los procesos electorales para 

Gobernador y Diputados. 

 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ÚNICO.-  Por las consideraciones expuestas, se reforman las fracciones I y II del Artículo 18, el 

Artículo 27, el primer párrafo del Artículo 33, la fracción IV del Artículo 36 y la fracción V del 

Artículo 76  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como 

sigue:  

 

Artículo 18. … 

 

I.  Inscribirse en el padrón del Municipio de su residencia. 

II.  Votar en las elecciones populares en los términos que prescriban las leyes. 

III. y IV. … 

 

Artículo 27. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los 

ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las 

siguientes bases: 

 

1. Las elecciones ordinarias se celebrarán el primer domingo de julio del año que 

corresponda.  
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2. Toda propaganda gubernamental deberá suspenderse durante el tiempo que comprendan 

las precampañas y campañas electorales y hasta la conclusión de la jornada electoral. Se 

exceptúa de lo anterior la difusión de campañas de información de las autoridades 

electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las necesarias para la 

protección civil en casos de emergencia.  

 

3. Los partidos políticos son entidades de interés público y se regirán por lo siguiente:  

 

a) La ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, o para la inscripción 

del mismo ante la autoridad electoral estatal, así como las formas específicas de su 

intervención en el proceso electoral; 

b) Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los 

partidos políticos en los términos que señale la ley; 

 

c) La ley garantizará que los partidos políticos cuenten de manera equitativa con el 

financiamiento público para llevar a cabo sus actividades ordinarias y de campaña, 

debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado; 

 

d) La ley fijará los criterios para determinar los límites a las erogaciones que realicen los 

partidos políticos durante sus precampañas y campañas electorales; establecerá los 

montos máximos que tendrán las aportaciones, en dinero o en especie, de sus 

militantes y simpatizantes y los procedimientos para el control y la vigilancia del 

origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, establecerá las 

sanciones que deban imponerse por la comisión de infracciones en estas materias; 

 

e) De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las 

obligaciones de los partidos con registro estatal que lo pierdan y los supuestos en los 

que sus bienes y remanentes serán adjudicados al Estado; 

 

f) Los partidos políticos tendrán derecho al uso permanente de los medios de 

comunicación social; su acceso a radio y televisión, durante los procesos electorales, 

se realizará en los términos establecidos por el artículo 41 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y el Código federal en la materia; 

 

g) En la propaganda política o electoral que difundan, los partidos deberán abstenerse de 

expresiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calumnien 

a las personas.  

 

 

h) La ley establecerá los plazos para la realización de los procesos partidistas de 

selección y postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las 

reglas para las precampañas y campañas electorales, y  

 

i) En la postulación y registro de candidatos a diputados del Congreso del Estado y a 

integrantes de los ayuntamientos, los partidos políticos garantizarán la equidad de 

género, en los términos que fije la ley; 
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4. Los ciudadanos coahuilenses de manera independiente, podrán ejercer su derecho 

constitucional a ser votados en las elecciones estatales, previo cumplimiento de los 

requisitos establecidos en la ley. 

 

5. La organización de las elecciones, plebiscitos y referendos, es una función estatal 

encomendada a un organismo público autónomo denominado Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana del Estado de Coahuila, dotado de personalidad jurídica y 

patrimonio propios, en cuya integración participan el Poder Legislativo, los partidos 

políticos y los ciudadanos. El Instituto se regirá por las siguientes normas y lo que 

establezca la ley: 

 

a) Será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento y 

profesional en su desempeño; tendrá autonomía presupuestal; 

 

b) La certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad serán principios 

rectores de su  desempeño; 

 

c) Contará en su estructura con los órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de 

vigilancia que señale la ley. El Consejo General será su órgano superior de dirección y 

se integrará por un consejero presidente y seis consejeros electorales; concurrirán con 

voz y sin voto los representantes de los partidos políticos y el Secretario Ejecutivo. La 

ley determinará las reglas y el procedimiento para la elección por el Congreso del 

Estado de los consejeros electorales mediante el voto de las dos terceras partes de los 

diputados presentes, durarán en su encargo siete años, pudiendo ser ratificados por 

una sola vez en los términos que disponga la ley; 

 

d) Tendrá a su cargo, de manera integral y directa, todas las actividades relativas a la 

organización y desarrollo de los procesos electorales locales, de los plebiscitos y 

referendos; los cómputos, declaración de validez y otorgamiento de constancias en las 

elecciones de Gobernador, diputados y ayuntamientos; la fiscalización de los recursos 

de los partidos políticos, el seguimiento de los compromisos de campaña de los 

candidatos mediante la emisión de informes anuales con fines meramente 

informativos y sin efecto vinculatorio alguno, y las demás que señale la ley; 

 

e) Tendrá un Contralor interno con autonomía de gestión; designado por el Congreso del 

Estado, con el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes de 

conformidad con las reglas y el procedimiento establecidos por la ley; durará en su 

encargo siete años y podrá ser ratificado por una sola vez;  

 

f) La vigilancia y fiscalización de los recursos de los partidos políticos estará a cargo del 

Instituto, a través de una unidad técnica cuyo titular será nombrado por el Consejo 

General, a propuesta de su presidente, por dos terceras partes de los consejeros con 

derecho a voto. La unidad contará con autonomía de gestión y desarrollará sus 

actividades conforme a la ley, y 

 

g) El Instituto contará para su funcionamiento permanente con un servicio profesional 

electoral; 
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6. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones 

electorales y los relativos a plebiscitos y referendos, la ley establecerá un sistema de 

medios de impugnación del que conocerá el Poder Judicial del Estado. En materia 

electoral la interposición de los medios de impugnación no producirá efectos suspensivos 

sobre la resolución o el acto reclamado. 

 

El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en las fracciones I y II del 

artículo 158 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y 

órgano especializado del Poder Judicial, en los términos que establece el artículo 136 de 

esta Constitución y demás leyes aplicables. 

 

7. La ley determinará las infracciones y responsabilidades en materia electoral; igualmente 

establecerá las conductas tipificadas como delitos electorales, así como las sanciones que 

deban imponerse en ambos casos. 

 

Artículo 33. El Congreso del Estado se renovará en su totalidad cada tres años y se integrará con 

dieciséis diputados electos según el principio de mayoría relativa mediante el sistema de distritos 

electorales, y con nueve diputados electos por el principio de representación proporcional, los 

cuales serán asignados en los términos que establezca la ley entre aquellos partidos políticos que 

obtengan cuando menos el 3% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de 

Diputados. 

 

… 

   

… 

 

Artículo 35. Para tener derecho a participar en la asignación de diputaciones de representación 

proporcional, los partidos políticos deberán satisfacer los requisitos que establezca la ley. 

Cubiertos los requisitos legales, las diputaciones serán distribuidas conforme a las fórmulas de 

asignación que determine la ley de la materia. 

 

. . . 

 

I a II… 

 

III.  El partido deberá registrar candidatos a diputados por mayoría relativa, en el número de 

distritos electorales que la ley señale. 

 

IV a VI… 

 

Artículo 36. … 

 

I a III. … 

 

IV. No ser Secretario de la Administración Pública Estatal,  Fiscal General del Estado, 

Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero o integrante 

del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos 

descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del 

servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial 



 
“Coahuila, Cuna de la Revolución Mexicana”. 

del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación 

reglamentaria.  

 

Artículo 76. … 

 

I a IV. … 

 

V. No ser Secretario de la Administración Pública  Estatal, Fiscal General del Estado, Magistrado 

del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero o integrante del órgano 

de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, 

miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional 

electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que 

se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria. 

 

VI a VII. … 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

 

SEGUNDO.- Se deroga el artículo quinto transitorio del Decreto 5, publicado en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado el 6 de febrero de 2009.  

 

TERCERO.- El Presidente del Consejo General y los consejeros electorales del Instituto 

Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila, en funciones a la entrada en vigor 

del presente Decreto, continuarán en su encargo hasta el término del mismo, conforme a las 

normas aplicables hasta antes de la entrada en vigor del presente Decreto.  

 

CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales de la Quincuagésimo Octava Legislatura del Congreso del Estado, 

Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Jesús Mario Flores Garza, ( 

Coordinador ), Dip. Luís Gerardo García Martínez (Secretario), Dip. Cecilia Yanet Babún 

Moreno, Dip. Esther Quintana Salinas, Dip. José Manuel Villegas González, Dip. Salvador 

Hernández Vélez, Dip. Verónica Boreque Martínez González, Dip. Rogelio Ramos Sánchez, Dip. 

Veronica Martínez García. Saltillo, Coahuila, 31 de mayo de 2010. 
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NOMBRE VOTO Y FIRMA 

 

DIP. JESÚS MARIO FLORES 

GARZA 

COORDINADOR 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 
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DIP. LUIS GERARDO GARCÍA 

MARTÍNEZ 

SECRETARIO 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. CECILIA YANET BABÚN 

MORENO 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. JOSÉ MANUEL VILLEGAS 

GONZÁLEZ 

 

 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. SALVADOR HERNÁNDEZ 

VÉLEZ 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. VERÓNICA BOREQUE 

MARTÍNEZ GONZÁLEZ 

 

 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. ROGELIO RAMOS SÁNCHEZ A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. VERONICA MARTINEZ 

GARCIA 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo 

Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y soberano de Coahuila de 

Zaragoza,  en relación al Oficio del Ejecutivo del Estado, mediante el cual manifiesta que no 

tiene inconveniente para que esta Soberanía otorgue al C. Licenciado Guillermo Villegas 

Cabello, Fiat  para el ejercicio Notarial en el Estado de Coahuila, en virtud de haber satisfecho 

todos los requisitos que establece la Ley del Notariado del Estado; y, 

 

R E S U L T A N D O. 

 

PRIMERO.- Que por instrucción del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso el 

día 25 de mayo del año en curso, se dispuso turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales, el oficio a que se ha hecho referencia, anexándose diversa documentación,  

correspondientes al expediente del aspirante al otorgamiento del Fiat notarial. 

 

 

SEGUNDO.- El oficio número 1038/2010, suscrito por el C. Gobernador Constitucional del 

Estado, dice literalmente: 

 

H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

PALACIO DEL CONGRESO 

P R E S E N T E. 

 

En virtud de que el C. Licenciado Guillermo Villegas Cabello, ha cumplido 

con todos los requisitos que señala la Ley del Notariado del Estado, para 

que les sea otorgado el FIAT para el ejercicio notarial, este Ejecutivo a mi 

cargo con fundamento en el artículo 100 de la citada Ley del Notariado, no 

tiene inconveniente que ese H. Cuerpo Legislativo le otorgue el Fiat para 

ejercicio notarial en el Estado de Coahuila. 

 

Reitero a Ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida 

consideración.” 

 

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN  

EL GOBERNADOR DEL ESTADO 

PROF. HUMBERTO MOREIRA VALDÉS 

                                          ( Rúbrica ) 

 

 EL SECRETARIO DE GOBIERNO 

 LIC. ARMANDO LUNA CANALES 
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                    ( Rúbrica ) 

 

 

 

C O N S I D E R A N D O. 

 

PRIMERO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de conformidad  con los 

artículos 96, 99 fracción I, 100 fracción XVII, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso 

del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,  es competente para emitir 

el dictamen siguiente: 

 

SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 1º de la Ley del Notariado vigente en el Estado, el 

ejercicio del Notariado es una función de orden público; está a cargo del Ejecutivo del Estado y, 

por delegación, se encomienda a profesionales del Derecho, en virtud del fiat que para el efecto 

les otorga el Congreso del Estado. 

 

Dada la fe pública de que están investidos los Notarios merced al fiat que para el efecto se les 

autoriza, es necesario que satisfagan una serie de requisitos a fin de garantizar que su actuación 

será honesta y profesional; por lo cual, el Poder Público representado por los Poderes Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial, intervienen en el procedimiento a fin de autorizar a un aspirante el ejercicio 

de la función notarial. 

 

Así las cosas, de conformidad con el artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, 

para obtener la patente de aspirante a Notario, el interesado Cumplió con los requisitos. 

Ahora bien, conforme al artículo 77 de la ley en cita, el C. Licenciado Guillermo Villegas 

Cabello, justificó ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos, con la copia 

certificada de su acta de nacimiento, de la cual se desprende que nació en la Ciudad de Saltillo, 

Coahuila, hijo de padres mexicanos; acreditó también  su calidad de Licenciado en Derecho, con 

la copia del título correspondiente, expedido por el Instituto Tecnológico de Estudios Superiores 

de Monterrey Campus Monterrey; con fecha 2 de Junio 1995; con la sentencia definitiva número 

752/1999, de fecha tres de Noviembre del año 1999, pronunciada por el C. Juez Primero de 

Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo, con residencia en Saltillo, 

Coahuila, demostró tener experiencia por lo menos de 15 años en la práctica de la profesión de 

abogado; además, no padecer enfermedades que le impidan el ejercicio del notariado, tener buena 

conducta, no haber sido condenado por delito intencional, no haber sido cesado del ejercicio del 

notariado en alguna otra entidad federativa, no haber sido declarado en quiebra o concurso de 

acreedores y no ser ministro de culto; así mismo, con el oficio número 1039/2010, suscrito por el 

C. Gobernador del Estado y refrendados por el C. Secretario de Gobierno; probó que con 
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fundamento en los artículos 76 fracción XI y 90 fracción IV de la Ley del Notariado, se le 

dispensaron los exámenes de aspirante a Notario y de selección. 

 

 

TERCERO.- El C. Gobernador Constitucional del Estado y el C. Secretario de Gobierno, 

remitieron al H. Congreso del Estado, Oficio número 1038/2010, mediante el cual hicieron saber 

a esta Soberanía, con fundamento en el artículo 100 de la Ley del Notariado, que el Ejecutivo del 

Estado no tiene inconveniente para que se otorgue al C. Licenciado Guillermo Villegas Cabello el 

Fiat de Notario para ejercer el Notariado en el Estado de Coahuila. El Artículo 100, que sirve de 

fundamento a la Opinión favorable del Ejecutivo del Estado, dice literalmente: 

 

“ ARTICULO 100.- Cumplidos los requisitos a que se refiere el Artículo 

90 de esta Ley, el Ejecutivo del Estado, emitiendo opinión, remitirá el 

expediente al Congreso del Estado, quien expedirá el Decreto 

correspondiente otorgando el Fiat para ejercer el Notariado, el cual se 

sancionará por el Ejecutivo y ordenará su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado.” 

 

 

Establecido lo anterior, y toda vez que el interesado Licenciado Guillermo Villegas Cabello ha 

satisfecho los requisitos del artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila para 

obtener la patente de aspirante a Notario, misma que le fue otorgada por el Ejecutivo del Estado 

mediante Acuerdo de fecha 6 de marzo de 2001, según se acredita con el Oficio número 

0363/2001 de la Sub Secretaría de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobierno; y, de que el 

propio Ejecutivo, con fecha 12 de Abril del año en curso, con fundamento en el artículo 100 de la 

Ley del Notariado vigente en el Estado, emitió Opinión favorable para que el Congreso del 

Estado expida el Decreto correspondiente a efecto de que se le otorgue al C. Licenciado 

Guillermo Villegas Cabello el Fiat para ejercer el Notariado en el Estado de Coahuila y, una vez 

que esta Comisión recabó ante la Secretaría de Gobierno la información correspondiente se 

precisa que la patente de Notario otorgada al Licenciado Guillermo Villegas Cabello es a fin de 

ejercer el notariado en el Distrito de Saltillo con sede en esta misma ciudad, resulta pertinente 

poner a la consideración de este Congreso el siguiente: 

 

 

PROYECTO DE DECRETO 
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ARTÍCULO PRIMERO.- Se concede el Fiat para ejercer el Notariado en el Distrito de Saltillo, 

con residencia en Saltillo, Coahuila,  al Licenciado Guillermo Villegas Cabello. 

 

 

ARTÍCULO SEGUNDO.-  Comuníquese el presente Decreto al Ejecutivo del Estado para los 

efectos de los Capítulos Quinto y Sexto del Título Segundo de la Ley del Notariado del Estado de 

Coahuila de Zaragoza. 

 

ARTÍCULO TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado. 

 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales de la Quincuagésimo Octava Legislatura del Congreso del Estado, 

Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Jesús Mario Flores Garza, ( 

Coordinador ), Dip. Luís Gerardo García Martínez (Secretario), Dip. Cecilia Yanet Babún 

Moreno, Dip. Esther Quintana Salinas, Dip. José Manuel Villegas González, Dip. Salvador 

Hernández Vélez, Dip. Verónica Boreque Martínez González, Dip. Rogelio Ramos Sánchez, Dip. 

Veronica Martínez García. Saltillo, Coahuila, 31 de mayo de 2010. 
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DIP. JESÚS MARIO FLORES 

GARZA 

COORDINADOR 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

 

DIP. LUIS GERARDO GARCÍA 

MARTÍNEZ 

SECRETARIO 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. CECILIA YANET BABÚN 

MORENO 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 
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DIP. JOSÉ MANUEL VILLEGAS 

GONZÁLEZ 

 

 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. SALVADOR HERNÁNDEZ 

VÉLEZ 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. VERÓNICA BOREQUE 

MARTÍNEZ GONZÁLEZ 

 

 

A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. ROGELIO RAMOS SÁNCHEZ A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 

 

 

DIP. VERONICA MARTINEZ 

GARCIA 
A 

FAVOR 

ABSTENCIÓN EN 

CONTRA 
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Justicia y Gobernación y Puntos Constitucionales de 

la Quincuagésimo Octava Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano 

de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el 

artículo 120 del Código Penal de Coahuila y derogar el Capítulo  Séptimo relativo al “ 

Adulterio”, del Título Único, “ Delitos Contra el Orden Familiar” , del Apartado Tercero “Delitos 

Contra la Familia”, propuesta por el C. Diputado Fernando Donato de las Fuentes Hernández, 

conjuntamente con las C. C. Diputadas y los C. C. Diputados que la suscriben, integrantes del 

Grupo Parlamentario “ José María Morelos y Pavón”, del Partido Revolucionario Institucional; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 del mes de abril del 

año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  

Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación 

y Puntos Constitucionales la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el artículo 120 del 

Código Penal de Coahuila y derogar el Capítulo  Séptimo        relativo al “ Adulterio”, del Título 

Único, “ Delitos Contra el Orden Familiar” , del Apartado Tercero “Delitos Contra la Familia”, 

propuesta por el C. Diputado Fernando Donato de las Fuentes Hernández, conjuntamente con las 

C. C. Diputadas y los C. C. Diputados que la suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “ 

José María Morelos y Pavón”, del Partido Revolucionario Institucional; y, 

 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 

100 fracción I, 104 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es 

competente para emitir el presente dictamen. 

 

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el artículo 120 del 

Código Penal de Coahuila y derogar el Capítulo  Séptimo relativo al “ Adulterio”, del Título 
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Único, “ Delitos Contra el Orden Familiar”, del Apartado Tercero “ Delitos Contra la Familia”, 

propuesta por el C. Diputado Fernando Donato de las Fuentes Hernández, conjuntamente con las 

C. C. Diputadas y los C. C. Diputados que la suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “ 

José María Morelos y Pavón”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las  

consideraciones siguientes:   

 

“ En el ámbito legislativo, el adulterio se contempla tanto como delito, en los artículos 

327 y 328 del Código Penal de Coahuila, como impedimento para contraer matrimonio, 

así como causa de divorcio, en los artículos 262 fracción V y 363 fracción I, 

respectivamente, del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.  

 

Mientras que el adulterio ha sido invocado como causa de divorcio en forma frecuente en 

los juicios de divorcio necesario, en cambio, en el ámbito penal, los procesos por el delito 

de adulterio son escasos, lo que obedece a diversas causas.  

 

En primer lugar, tratándose de un delito perseguible por querella de parte ofendida, el 

Estado se ve impedido para proceder oficiosamente en contra de quien es acusado de 

cometer el adulterio. En segundo lugar, los elementos que integran este tipo penal 

requieren demostrarse con la flagrancia, ya que el adulterio implica que la cópula se 

realice en el domicilio conyugal, o bien, en el medio social del ofendido, cuando los 

sujetos activos del delito hacen de manera conjunta ostentación pública que revela la 

relación adulterina.  

 

Como puede advertirse, estos dos supuestos presentan un alto grado de dificultad para su 

demostración. 

 

En la doctrina jurídica no hay acuerdo respecto de que el adulterio sea delito, aunque sí se 

le considera como una justificación de divorcio. Quienes propugnan por mantenerlo como 

delito, señalan que se trata de una conducta que atenta contra la familia, al sustentar que 

altera la relación conyugal como consecuencia de la intromisión de un tercero y que ello 

afecta la relación de los integrantes de la familia.  

 

Con base en esta opinión es considerado el adulterio como un delito por algunos Códigos 

Penales.  

 

En nuestro país cobra vigencia un enfoque nuevo, que considera la despenalización del 

adulterio, en tanto que dicha conducta esencialmente puede afectar, en su caso, a los 

cónyuges en virtud del incumplimiento de la fidelidad a que obliga el vínculo 

matrimonial, que es de índole civil. Por tanto, el reclamo por incumplimiento de tal 

obligación constituye un derecho del cónyuge ofendido que puede presentar en un juicio 

ante el juez familiar, a través de la causa de divorcio correspondiente.  
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Bajo el esquema legal actual, cuando se procede penalmente se somete a todos los 

integrantes de la familia a un señalamiento social, al ventilarse públicamente un asunto 

que pertenece al ámbito íntimo de la pareja. 

 

Más aún, las penalidades establecidas para este delito van desde tres días y hasta dos años 

de prisión, lo que implica que este delito en Coahuila es de los considerados de penalidad 

alternativa, es decir, que si se ejerce acción penal ante un juez, éste no gira orden de 

aprehensión, sino de comparecencia, de modo que los acusados no son recluidos en 

prisión y solo deben comparecer ante el juez a firmar el libro de revista de procesados y 

acudir a las audiencias correspondientes, por lo que no tienen que pagar caución o fianza 

para gozar de la libertad provisional durante el proceso penal. Ello conforme a lo 

dispuesto en los artículos 29 y 30 del Código de Procedimientos Penales de Coahuila. 

 

Además, es muy probable que al dictarse sentencia, si fuese condenatoria, los acusados 

alcancen el beneficio de la condena condicional, pues conforme a lo dispuesto en los 

artículos 77, 78, 79 y demás relativos del Código Penal de Coahuila, procede el beneficio 

si la pena de prisión impuesta no excede de 6 años, y como se señaló con antelación, la 

pena máxima del delito son 2 años de prisión. Lo que implica que los inculpados 

prácticamente no ingresan en ningún momento a un Centro de Readaptación Social. 

 

En adición, debe señalarse que hasta diciembre de 2009, veintidós de los treinta y un 

estados, así como el Distrito Federal, no contemplan al adulterio como delito en sus 

códigos penales. 

 

Debe señalarse, que de esos veintidós estados, Morelos, Oaxaca y Tamaulipas que 

originalmente incluían como delito el adulterio, en fecha reciente lo derogaron, y que en 

Colima y Guerrero, cuando se presentó la iniciativa para un nuevo Código Penal, fue el 

propio Congreso de esas entidades quien en la discusión del mismo, lo suprimió al 

aprobarlo en comisiones y por el Pleno. 

 

Ello deja entonces solo a nueve estados y al Código Penal Federal con el adulterio 

contemplado como delito. 

  

Como se advierte, la tendencia legislativa en nuestro país es que el adulterio no sea 

considerado como delito y en todo caso, solo subsista como causa de divorcio o 

impedimento de matrimonio. 

 

Por tanto, quienes suscribimos la presente iniciativa sostenemos que el adulterio debe ser 

derogado como delito. 
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En congruencia, debe modificarse el artículo 120 del Código Penal de Coahuila y 

suprimirse la referencia al adulterio, pues al derogarse el Capítulo Séptimo “Adulterio” 

del Título Único “Delitos contra el orden familiar” del Apartado Tercero “Delitos contra 

la familia”, que contiene los artículos 327 y 328, debe eliminarse toda referencia al 

adulterio en otros artículos del cuerpo de la ley. 

 

Además, la protección civil a la familia y al matrimonio, que se da en el Código Civil para 

el Estado de Coahuila de Zaragoza como impedimento de matrimonio y como causa de 

divorcio, cumplen con las necesidades jurídicas y sociales de corrección de las 

alteraciones producidas por el hecho adulterino. 

 

Por todas estas razones se concluye que es más adecuado derogar al adulterio como delito 

y conservarlo en todo caso, como impedimento de matrimonio y como causa de divorcio.” 

 

TERCERO.-  Dentro de los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio, está consagrado 

el deber mutuo de fidelidad entre los esposos, que es  una consecuencia necesaria del matrimonio 

monogámico. Este deber de fidelidad, excluye no sólo la posibilidad de que uno de los cónyuges 

tenga relaciones sexuales con un tercero, sino también toda relación con persona de otro sexo  

que resulte sospechosa a los ojos de quienes la conozcan, o que pueda lesionar la reputación o los 

sentimientos del otro cónyuge. 

Desde  un punto de vista doctrinal, se ha establecido que este deber es recíproco en cuanto pesa 

por igual sobre ambos cónyuges; absoluto e incompensable, toda vez que no sirve de eximente a  

uno de los esposos el incumplimiento del otro; y, permanente, en cuanto subsiste mientras exista 

el matrimonio. 

Así las cosas, la infidelidad de uno o de ambos cónyuges, generada por el adulterio, da lugar a 

sanciones tanto civiles como penales. Desde el punto de vista civil, el adulterio constituye un 

impedimento para contraer matrimonio entre quienes lo cometieron y una causal de divorcio; 

desde el punto de vista penal, integra una figura típica sancionada con pena restrictiva de la 

libertad. 

Por ahora, el estudio y análisis de la Iniciativa hecho por esta Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales,  se circunscribe al aspecto penal. 

 

En efecto, en el artículo 327 del Código Penal se establece que el Adulterio punible es la cópula 

de persona casada con otra que no sea su cónyuge si se realiza en el domicilio conyugal; o 
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cuando en el medio social del ofendido, los sujetos activos hagan de manera conjunta ostentación 

pública a través de actos que en sí revelen o indiquen en forma segura su relación adulterina. 

 

Como fácilmente puede observarse, la figura penal de la que ahora nos ocupamos, no tutela el 

cumplimiento de la promesa dada por un consorte al otro de serle fiel, absteniéndose de 

relaciones génito sexuales con persona distinta del cónyuge;  por lo que en el caso, la figura típica 

de la que ahora nos ocupamos, soslaya el aspecto moral, pues no debemos pasar por alto que la 

ilicitud del adulterio no sólo comprende el aspecto estrictamente jurídico, sino también el aspecto 

ético,  que en el caso recibe una sanción jurídica. 

 

Lo anterior es así, pues si el adulterio no se realiza en el domicilio conyugal y si con suma 

discreción, se habrá consumado si, una infidelidad, pero no el delito cuya derogación se propone; 

de donde podría colegirse que el ordenamiento jurídico penal,  más que sancionar la infidelidad 

del cónyuge, lo que está penando es la torpeza en la comisión de esa infidelidad, situación esta 

que desde el punto de vista jurídico y ético, deja mucho que desear, sobre todo si se toma en 

consideración  que en los delitos contra el orden familiar, el ordenamiento jurídico debe aceptar, 

a través del concepto de buenas costumbres, las reglas de moral social que tienen una vigencia y 

valor en una sociedad determinada, entre las cuales, está el mantenimiento del deber de fidelidad 

que deben guardar los esposos entre sí, mismo que es objeto de tutela civil. 

 

Aunado a lo anterior, con todo acierto se establece en la exposición de motivos que el delito se 

persigue por querella de parte ofendida, que es sumamente difícil la prueba del mismo, que la 

experiencia nos ha demostrado que en la práctica judicial, pocos o ningún proceso se sigue por 

esta causa y que la tendencia legislativa es la de derogarlo y conservar únicamente el adulterio 

como causal de divorcio e impedimento para contraer matrimonio. 

 

Establecido lo anterior,  al derogarse el delito de adulterio, por vía de consecuencia habrá de 

modificarse el artículo 120 del Código Penal que establece la presunción de daño moral en la 

comisión de ciertos delitos, entre los cuales está el ya mencionado. 

 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones expuestas, resulta 

pertinente emitir el siguiente: 
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D I C T A M E N. 

 

ÚNICO.-  Por las consideraciones y razones expuestas,  resultan  procedentes las reformas 

propuestas para modificar el artículo 120 del Código Penal de Coahuila y derogar el Capítulo  

Séptimo   relativo al “ Adulterio”, del Título Único, “ Delitos Contra el Orden Familiar” , del 

Apartado Tercero “Delitos Contra la Familia”, propuesta por el C. Diputado Fernando Donato de 

las Fuentes Hernández, conjuntamente con las C. C. Diputadas y los C. C. Diputados que la 

suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “ José María Morelos y Pavón”, del Partido 

Revolucionario Institucional, para quedar en los términos siguientes: 

PRIMERO.- Se modifica el artículo 120 del Código Penal de Coahuila, para quedar 

como sigue: 

 

ARTÍCULO 120. PRESUNCIÓN JURIS TANTUM DE 

DAÑO MORAL. Salvo prueba en contrario, se considera que 

siempre existe daño moral en los delitos siguientes: Corrupción de 

menores si se depravó sexualmente a menor de dieciocho años de 

edad. Actos de corrupción de menores de dieciocho años de edad; 

Violencia familiar; Violación con o sin circunstancias 

calificativas, consumada o en grado de tentativa; Violación 

equiparada con o sin circunstancias calificativas; Violación 

impropia mediante violencia, que recaiga sobre incapaz con o sin 

circunstancias calificativas; Violación conyugal; Pornografía 

infantil; de adolescentes y de incapaces; Lenocinio; Trata de 

personas, menores e incapaces; cualquiera de los supuestos que se 

previenen en el artículo 311; Rapto y equiparable al rapto; 

Atentados al pudor propio e impropio; Estupro; Amenazas; 

Privación de la libertad; Secuestro; Secuestro equiparado o 

simulado, ya sea consumados o en grado de tentativa; Asalto; 

Extorsión; Robo con violencia, consumado o en grado de 

tentativa; Homicidio, se consume o en grado de tentativa y 

cualquier otro delito contra la vida; salvo el que se comete bajo 

emoción violenta; Lesiones cualquiera que sea su gravedad, con o 

sin circunstancias calificativas. 

 

 

SEGUNDO.- Se deroga el Capítulo Séptimo “Adulterio” del Título Único “Delitos contra 

el orden familiar” del Apartado Tercero “Delitos contra la familia” del  Código Penal para 

el Estado de Coahuila, para quedar como sigue: 

 

APARTADO TERCERO 
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… 

TITULO ÚNICO 

… 

CAPÍTULO SEPTIMO 

Derogado. 

 

ARTÍCULO 327. Derogado. 

 

ARTÍCULO 328. Derogado. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS. 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

 

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

 

 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las  Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos 

Constitucionales y Justicia de la Quincuagésimo Octava Legislatura del Congreso del Estado, 

Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Jesús Mario Flores Garza, ( 

Coordinador de Gobernación y Puntos Constitucionales ), Diputado Luís Gerardo García 

Martínez, Diputado Salvador Hernández Vélez, Diputada Verónica Boreque Martínez González, 

Diputado Rogelio Ramos Sánchez, Diputada Esther Quintana Salinas (Coordinadora de Justicia), 

Diputado José Manuel Villegas González, Diputada Cecilia Yaneth Babún Moreno, Diputada 

Verónica Martínez García , Diputado Frenando D. de las Fuentes Hernández, Diputado Francisco 

Tobías Hernández Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2010. 
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